
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 93 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, A CARGO DEL 
DIPUTADO FRANCISCO JAVIER ORDUÑO VALDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN  

El suscrito, diputado federal Francisco Javier Orduño Valdez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional en la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a 
consideración del Congreso de la Unión la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y 
adiciona a la Ley de Instituciones de Crédito, a fin de fortalecer los lineamientos para que las instituciones puedan 
ceder o descontar su cartera, la cual se fundamenta en la siguiente  

Exposición de Motivos  

La presente iniciativa versa sobre uno de los temas más importantes en la actualidad, pues es sabida la imperante 
necesidad de actualizar las normas y reglas de aplicación general en que se sustenta la operación y funcionamiento 
del sistema financiero nacional, y precisamente en este contexto es que se propone fortalecer el marco jurídico 
vinculado con la cesión y descuento de crédito por parte de los bancos, que ofrecerá una mayor certeza y 
protección a las personas cuya deuda fue traspasada a empresas de capital variable y despachos de abogados, cuya 
funcionamiento y legitimidad es desconocida por los usuarios del sistema financiero.  

Desde hace algunos años y con la finalidad de obtener liquidez, solvencia y estabilidad financiera los bancos, 
mediante el acto jurídico o administrativo de la cesión o descuento de créditos, han trasferido las deudas de sus 
clientes o usuarios del sistema crediticio a las distintas Instituciones previamente autorizadas por la Ley de 
Instituciones de Crédito, mismas que en algunos casos de excepción se autorizaron a través de lo dispuesto por la 
circular 1505, emitida por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), que es un órgano desconcentrado 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con autonomía técnica y facultades ejecutivas en los términos de la 
Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y que tiene por objeto supervisar y regular, en el ámbito de su 
competencia, a las entidades financieras, a fin de procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así como a las 
personas físicas y demás personas morales, cuando realicen actividades previstas en las leyes relativas al citado 
sistema financiero.  

La Ley del la Comisión Nacional Bancaria y de Valores le confiere la facultad para emitir en el ámbito de su 
competencia la regulación prudencial a que se sujetarán las entidades financieras, buscando mantener y fomentar el 
sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero en su conjunto, en protección de los intereses del público.  

Pese a que, hace algunos meses, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que es 
inconstitucional que los bancos cedan o entreguen la cartera vencida de sus clientes a empresas especializadas en la 
adquisición de deuda, pues el legislador "indebidamente" delegó a una autoridad administrativa como lo es la 
CNBV, la facultad de hacer excepciones a disposiciones legales mediante reglas de carácter general, lo que abre la 
puerta a que las personas cuya deuda fue traspasada a empresas de capital variable, que no sean instituciones de 
crédito, al Banco de México o fideicomisos establecidos por el gobierno federal, impugnen el pago requerido.  

Al eliminar la facultad que tenía la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para autorizar excepciones en la 
aplicación del primer párrafo del artículo 93 de la Ley de Instituciones de Crédito constituye un fuerte golpe a los 
bancos porque se incrementarán los pasivos, además de que tendrán que replantear el esquema para cobrar 
adeudos, como ha sido la forma en que se ha "bursatilizado la cartera vencida".  

Los ministros consideraron que la porción normativa resulta alejada a los preceptos constitucionales, pues la única 
facultada para emitir normas generales que afectan la esfera jurídica de los gobernantes es el Poder Legislativo, 
toda vez que una regla de carácter general de naturaleza administrativa no puede excepcionar disposiciones 
provenientes de una ley, cuyo proceso de emisión ha de ser observado en lo previsto por el artículo 72 de nuestra 
Constitución.  

En consecuencia, se declaró inconstitucional la porción normativa del artículo 93 de la Ley de Instituciones de 
Crédito, que establece que las instituciones de crédito sólo podrán ceder o descontar su cartera con el Banco de 



México u otras instituciones de crédito o con los fideicomisos constituidos por el gobierno federal para el fomento 
económico. Estableciendo que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá, mediante reglas de carácter 
general, autorizar excepciones a dicho precepto.  

En virtud de lo anterior y con fin de establecer las disposiciones aplicables a la cesión y descuento de cartera 
crediticia que celebren las instituciones de crédito con personas distintas a las señaladas en el artículo citado, así 
como normas de carácter prudencial relativas a los esquemas de cesión de cartera que se presentan en el mercado, 
la CNBV expidió la circular número 1505, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 93 primer párrafo de la 
Ley de Instituciones de Crédito, así como los artículos 4, fracción II y 16, fracción I, ambos de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, las reglas a las que se sujetaran las instituciones de crédito para ceder o 
descontar su cartera con personas distintas al Banco de México, instituciones de crédito y fideicomisos constituidos 
por el gobierno federal para el fomento económico, que están vigente desde el 25 de agosto del 2001.  

Aunado a lo anterior, la Ley de Instituciones de Crédito, en su artículo 93, no determina en qué caso podrían darse 
las excepciones, sin embargo, durante la legislatura pasada se aprobó y publico el 2 de febrero de 2008 que las 
instituciones de crédito podrán ceder o descontar su cartera crediticia con cualquier persona, además de las antes 
previstas que eran únicamente:  

• El Banco de México;  

• Otras instituciones de crédito, y  

• Fideicomisos constituidos por el gobierno federal para el fomento económico o fideicomisos que tuvieran 
por objeto emitir valores. 

También se estableció que cuando las instituciones de crédito celebren cesiones o descuentos de cartera crediticia 
con personas distintas de las mencionadas anteriormente y pretendan convenir obligaciones o derechos que le 
permitan readquirir la cartera crediticia cedida o descontada, requerirán de la previa autorización de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, la cual deberá salvaguardar la solvencia y estabilidad financiera de las 
instituciones de crédito y la protección de los intereses del público.  

Debe señalarse que se dispone que a los cesionarios les sea aplicable la normatividad que regula a las instituciones 
financieras en esta materia.  

Reformas que revierten la tesis de la primera sala del alto tribunal, que se aprobó apenas unos años atrás, y que sin 
lugar a dudas representaba un golpe importante para los Bancos, los cuales durante los últimos años traspasaron o 
vendieron sus pasivos (cartera vencida) a empresas o a despachos de abogados para cobrar deudas, lo que permitió 
a las instituciones de crédito deshacerse de esos pasivos.  

La decisión de los señores ministros de la Corte abrió en su momento la posibilidad para que todo aquel deudor que 
no esté de acuerdo en que el crédito acordado con un banco le sea cobrado por una empresa de capital variable o 
por un despacho de abogados por virtud de una cesión o descuento de cartera, podría interponer un recurso de 
amparo en contra de la aplicación del artículo 93 de la Ley de Instituciones de Crédito, con grandes posibilidades 
de ganar su juicio.  

He a ahí lo valioso de estas reformas, ya que evita que los bancos regresen al viejo esquema de cobrar por sí 
mismos o en colaboración con una institución autorizada, la cartera vencida, lo que implicará mayores gastos y el 
incremento de sus pasivos, y consecuentemente repercutirán en los altos gastos de cobranza, cuotas y servicios que 
finalmente tendrían que pagar las personas usuarias del sistema crediticio. Además de que también impactaría en 
forma negativa a las sociedades que forman parte del mercado de compras de cartera vencida mismas que 
quedarían sin fuente de trabajo.  



Sin embargo, considero que esta reforma quedo incompleta, toda vez que no atiende la realidad de los deudores de 
créditos quienes ahora tienen que lidiar con diferentes y desconocidos acreedores, que utilizando prácticas de 
cobranza ajenas a derecho, hostigan y amedrentan a los deudores con argucias y amenazas que en nada benefician 
al sistema crediticio nacional, por el contrario nos hace creer que estas últimas reformas sólo atienden los intereses 
de los banqueros.  

Con este propósito en mente, consideró de suma importancia realizar modificaciones a la legislación aplicable a las 
instituciones de banca múltiple que pudieran presentar problemas en este sentido y afecten su estabilidad financiera 
y en consecuencia la de los usuarios.  

Asimismo, propongo fortalecer el marco jurídico vinculado con la figura de la cesión y el descuento de cartera de 
crédito por parte de los bancos, a través de disposiciones que brinden certeza jurídica a los usuarios de que seguirán 
contando con los derechos y obligaciones pactados a la firma de la contratación del crédito, conocerán cuando fue 
traspasada su deuda, así como a que institución bancaria o sociedad de capital variable le fue traspasada, es por 
esto que presento ante el honorable Congreso de la Unión diversas adiciones a la Ley de Instituciones de Crédito, 
estableciendo el carácter de obligatorias las reglas emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con el 
objetivo de que las instituciones de crédito cuenten con un régimen normativo más claro en cuanto a la regulación 
prudencial, la supervisión y vigilancia de las operaciones de cesión y descuento de cartera que realicen los bancos 
con personas distintas al Banco de México, instituciones de crédito y fideicomisos constituidos con el gobierno 
federal.  

En virtud de lo señalado con anterioridad, el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, preocupado por 
garantizar al sistema financiero nacional y a los usuarios de este sistema, se pronuncia por toda reforma legislativa 
que tenga por efecto fortalecer los lineamientos para que las Instituciones de crédito puedan ceder o descontar su 
cartera de crédito con total certeza, así como ofrecer a los usuarios de este sistema la debida protección legal.  

En tal sentido es que acudimos a esta soberanía a presentar, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 55, 
fracción II, 56, 62 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, la siguiente iniciativa con proyecto de  

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley de Instituciones de Crédito, a fin de fortalecer los 

lineamientos para que las instituciones puedan ceder o descontar su cartera  

Único. Se reforma el primer párrafo y se adiciona un segundo párrafo, recorriéndose los subsiguientes párrafos del 
artículo 93 del Título Cuarto, Capítulo I, de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar como sigue:  

Ley de Instituciones de Crédito  

Artículo 93.- Las instituciones de crédito podrán ceder o descontar su cartera crediticia con cualquier persona 
física o moral, previo aviso y autorización de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el cumplimiento 

de las reglas de carácter general que ésta emita.  

Las reglas que para el efecto señalado en el párrafo anterior emita la Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores, entre otras, deberán asegurar que el deudor de la institución cedente o descontataria sea informado 

de dicha cesión y que las prácticas de cobranza a utilizar sean razonables y apegadas a derecho, 

salvaguardando en todo momento el respeto a los derechos de los deudores.  

…  

…  

…  



…  

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Segundo. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá modificar dentro de los seis meses siguientes a la 
entrada en vigor del presente decreto, las reglas a las que se sujetarán las instituciones de crédito para ceder o 
descontar su cartera, según lo establecido en los párrafos primero y segundo del artículo 93.  

Palacio Legislativo de San Lázaro a 27 de abril de 2010.  

Diputado Francisco Javier Orduño Valdez (rúbrica)  

  


